




















CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

VII PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 

PERMANENTE Y TRANSITORIA 

ACUERDO PLENARIO N° 5-2011/CJ-116 

    FUNDAMENTO: ARTÍCULO 116° TUO LOPJ 

 ASUNTO: CONSTITUCIÓN DEL ACTOR CIVIL: 

REQUISITOS, OPORTUNIDAD Y FORMA  

Lima, seis de diciembre de dos mil once.- 

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente y  

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en Pleno 

Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente: 

ACUERDO PLENARIO 

I. ANTECEDENTES

1°. Las Salas Penales Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, con la autorización del Presidente del Poder Judicial mediante Resolución 

Administrativa N° 127-2011-P-PJ, y el concurso del Centro de Investigaciones 

Judiciales, bajo la coordinación del señor Prado Saldarriaga, acordaron realizar el VII 

Pleno Jurisdiccional -que incluyó el Foro de “Participación Ciudadana”- de los Jueces 

Supremos de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial -en adelante, LOPJ-, y dictar Acuerdos 

Plenarios para concordar la jurisprudencia penal. 

2°. El VII Pleno Jurisdiccional se realizó en tres etapas. La primera etapa estuvo 

conformada por dos fases: el foro de aporte de temas y justificación, y la publicación de 
temas y presentación de ponencias. Esta etapa tuvo como finalidad convocar a la 

comunidad jurídica y a la sociedad civil del país, a participar e intervenir con sus 

valiosos aportes en la identificación, análisis y selección de los principales problemas 

hermenéuticos y normativos que se detectan en el proceder jurisprudencial de la 

judicatura nacional, al aplicar normas penales, procesales y de ejecución penal en los 

casos concretos que son de su conocimiento. Para ello se habilitó el Foro de 

“Participación Ciudadana” a través del portal de internet del Poder Judicial, habiendo 

logrado con ello una amplia participación de la comunidad jurídica y de diversas 

instituciones del país a través de sus respectivas ponencias y justificación. Luego, los 

Jueces Supremos discutieron y definieron la agenda -en atención a los aportes 

realizados- para lo cual tuvieron en cuenta, además, los diversos problemas y 

cuestiones de relevancia jurídica que han venido conociendo en sus respectivas Salas 

en el último año. Fue así como se establecieron los diez temas de agenda así como sus 

respectivos problemas específicos.  
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3°. La segunda etapa consistió en el desarrollo de la audiencia pública, que se llevó a 

cabo el dos de noviembre. En ella, los representantes de la comunidad jurídica e 

instituciones acreditadas, luego de una debida selección, sustentaron y debatieron sus 

respectivas ponencias ante el Pleno de los Jueces Supremos de ambas Salas Penales, 

interviniendo en el análisis del tema del presente Acuerdo Plenario, el señor Fernando 

Iberico Castañeda del Centro de Estudios de Derecho Penal Económico y de la 

Empresa (CEDPE), y el señor Gonzalo Del Río Labarthe. 

4° La tercera etapa del VII Pleno Jurisdiccional comprendió el proceso de discusión y 

formulación de los Acuerdos Plenarios, con la designación de Jueces Supremos 

Ponentes para cada uno de los diez temas seleccionados. Esta fase culminó con la 

Sesión Plenaria realizada en la fecha, con participación de todos los Jueces integrantes 

de las Salas Penales Permanente y Transitoria (a excepción del doctor Príncipe Trujillo, 

quien se encontraba de licencia), con igual derecho de voz y voto. Interviniendo en este 

Acuerdo el señor Presidente del Poder Judicial. Es así como finalmente se expide el 

presente Acuerdo Plenario, emitido conforme a lo dispuesto en el Artículo 116° de la 

LOPJ, que, faculta a las Salas Especializadas del Poder Judicial a pronunciar 

resoluciones vinculantes con la finalidad de concordar criterios jurisprudenciales de su 

especialidad. 

5°. La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del debate y 

en virtud de la votación efectuada, por unanimidad, se emitió el presente Acuerdo 

Plenario. Interviniendo como Ponentes el señor SAN MARTÍN CASTRO, Presidente del 

Poder Judicial, y el señor NEYRA FLORES. 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

§ 1. Aspectos generales

6°. El actor civil, en cuanto parte procesal, presenta una configuración jurídica de suma 

importancia, en la medida que esta institución ha generado interpretaciones 

contradictorias que con el tiempo han ido encontrando su cauce mediante las decisiones 

que han venido profiriendo los Juzgados y Salas, pero que al parecer no gozan de 

unánime respaldo.  

Así las cosas, corresponde a este Supremo Tribunal en aras de garantizar la igualdad en 

la aplicación judicial del derecho objetivo y la vigencia del valor seguridad jurídica, 

dictar un Acuerdo Plenario que fije los alcances de los puntos en conflicto. 

7º. El Código Procesal Penal de 2004 establece que el ejercicio de la acción civil 

derivada del hecho punible corresponde al Ministerio Público y, especialmente, al 

perjudicado por el delito; además, estipula que si éste último se constituye en actor 

civil, cesa la legitimación del Ministerio Público para intervenir en el objeto civil del 

proceso: artículo 11º, apartado 1), del citado Código adjetivo. En tal virtud, la 

participación del Ministerio Público será por sustitución, esto es, representa un interés 

privado. Por ello, su intervención cesa definitivamente cuando el actor civil se apersona 

al proceso.  
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Sin lugar a dudas, la modificación más importante del Código Procesal Penal en el 

ámbito de la acción civil incorporada al proceso penal se ubica en el artículo 12°, 

apartado 3), del referido Código, que estipula que la sentencia absolutoria o el auto de 

sobreseimiento no impedirán al órgano jurisdiccional pronunciarse sobre la acción civil 

derivada del hecho punible válidamente ejercida, cuando proceda. Esto significa, en 

buena cuenta, que cuando se sobresee la causa o se absuelve al acusado no 

necesariamente la Jurisdicción debe renunciar a la reparación de un daño que se ha 

producido como consecuencia del hecho que constituye el objeto del proceso, incluso 

cuando ese hecho –siempre ilícito- no puede ser calificado como infracción penal. 

8º. El Código Penal –Título VI, Capítulo I, Libro I- regula el instituto de la reparación 

civil. El Código Procesal Penal –Libro I, Sección II-, por su parte, prescribe el 

procedimiento necesario para su persecución eficaz. Con independencia de su 

ubicación formal, la naturaleza jurídica de la reparación civil es incuestionablemente 

civil, y que aún cuando exista la posibilidad legislativamente admitida de que un Juez 

Penal pueda pronunciarse sobre el daño y su atribución, y en su caso determinar el 

quantum indemnizatorio –acumulación heterogénea de acciones-, ello responde de 

manera exclusiva a la aplicación del principio de economía procesal. GIMENO SENDRA 

sostiene, al respecto, que cuando sostiene que el fundamento de la acumulación de la 

acción civil a la penal derivada del delito es la economía procesal, toda vez que dicho 

sistema permite discutir y decidir en un solo proceso, tanto la pretensión penal, como la 

pretensión civil resarcitoria que pudiera surgir como consecuencia de los daños 

cometidos por la acción delictuosa y que, de ser decidida con absoluta separación en un 

proceso civil produciría mayores gastos y dilaciones al perjudicado por el delito, debido 

a la onerosidad, lentitud e ineficacia de nuestro ordenamiento procesal civil [Derecho 

Procesal Penal, 2da Edición, Editorial Colex, Madrid, 2007, p. 257].     

9º. El artículo 139º, inciso 3), de la Constitución consagra la garantía de tutela 
jurisdiccional, que incluye como uno de sus elementos esenciales el derecho de acceso 
a los órganos jurisdiccionales, a través del cauce del ejercicio del poder jurídico de 
acción, que implica la atribución que tiene toda persona de poder acudir al órgano 

jurisdiccional para que éste, a través de la prestación del servicio de impartir justicia al 

que está obligado, resuelva un conflicto de intereses o una incertidumbre jurídica.  

En el proceso penal peruano la titularidad de la promoción de la acción penal –que se 

concreta en la expedición de la disposición de formalización y continuación de la 

investigación preparatoria- corresponde en exclusiva en los delitos públicos a la 

Fiscalía –que es un derecho-deber del Ministerio Público-, y en los delitos privados al 

perjudicado por el delito. El ciudadano frente a la comisión de delitos públicos sólo 

tiene un derecho de petición, debidamente reglado, de acudir al Ministerio Público para 

dar cuenta de la notitia criminis. 

10º. Como se advierte, nuestro sistema procesal penal se ha adherido a la opción de 

posibilitar la acumulación de la pretensión resarcitoria, de naturaleza civil, en el 

proceso penal. En tal sentido GÓMEZ COLOMER expresa que una vez aceptada la 

existencia de la permisibilidad de la acumulación al proceso penal de uno civil, toca 

determinar el objeto del proceso civil acumulado, que no es otro que la pretensión y la 
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resistencia, siendo el contenido de la referida pretensión, casi siempre, de naturaleza 

patrimonial [Derecho Jurisdiccional III. Proceso Penal. El objeto del proceso. 12ª 

Edición, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, p. 110). En otras palabras, la 

acumulación de la acción civil al proceso penal, responde sencillamente a un supuesto 

de acumulación heterogénea de pretensiones, con fines procesales estrictos. Esta 

tendencia encuentra un beneficio en el hecho de que, con el menor desgaste posible de 

jurisdicción, se pueda reprimir el daño público causado por el delito y reparar el daño 

privado ocasionado por el mismo hecho. 

§ 2. Actor civil. Requisitos para su constitución

11º. Actor civil es el perjudicado que ejerce su derecho de acción civil dentro del 

proceso penal. Es decir, es quien ha sufrido en su esfera patrimonial los daños 

producidos por la comisión del delito, siendo titular, frente al responsable civil, de un 

derecho de crédito, bien a título de culpa, bien por la simple existencia de una 

responsabilidad objetiva que pudiera surgir con ocasión de la comisión de un delito 

[VICENTE GIMENO SENDRA, Ibidem, p. 181]. Dicho de otro modo, en palabras de SAN

MARTÍN CASTRO, se define al actor civil como aquella persona que puede ser el 

agraviado o sujeto pasivo del delito, es decir quien directamente ha sufrido un daño 

criminal y, en defecto de él, el perjudicado, esto es, el sujeto pasivo del daño 

indemnizable o el titular del interés directa o inmediatamente lesionado por el delito, 

que deduce expresamente en el proceso penal una pretensión patrimonial que trae a 

causa de la comisión de un delito [Derecho Procesal Penal, 2ª Edición, Editorial 

Grijley, Lima, 2003, p. 259]. 

12º. El artículo 98º del Código Procesal Penal prevé la constitución del actor civil y sus 

derechos. Esta figura legal está regulada en la Sección IV “El Ministerio Público y los 
demás sujetos procesales”, Título IV “La Víctima”, Capítulo II “El Actor Civil” del 

Libro Primero “Disposiciones Generales”. Prescribe la citada norma que: “La acción 

reparatoria en el proceso penal sólo podrá ser ejercitada por quien resulte 

perjudicado por el delito, es decir, por quien según la Ley civil esté legitimado para 

reclamar la reparación y, en su caso, los daños y perjuicios producidos por el delito”.  

13º. El citado artículo 98º del Código Procesal Penal establece como premisa inicial 

que el actor civil es el titular de la acción reparatoria, y luego precisa que esta acción 

sólo podrá ser ejercitada por quien resulte perjudicado del delito. No debe olvidarse que 

la naturaleza de la acción reparatoria es fundamentalmente patrimonial y es por ello la 

denominación del titular de ella: “actor civil”.  

Éste deberá, en primer término, sustentar en el proceso cómo es que ha sido 

perjudicado por la conducta imputada al investigado y cómo el daño sufrido puede ser 

resarcido. Si bien en muchos casos se admite que hay un componente moral en la 

colaboración del actor civil en el proceso a fin de aportar con elementos que permitan 

probar la comisión del ilícito, lo cierto es que todas las facultades de éste apuntan 

formalmente a la acreditación, aseguramiento y pago de una reparación civil. 
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14º. Ahora bien, para poder constituirse en actor civil (el agraviado que actúa 

procesalmente para hacer valer su derecho a la reparación civil por el daño causado con 

el delito) deben reunirse los requisitos puntualizados en el artículo 100º del Código 

Procesal Penal. En efecto, ocurre que el citado cuerpo de leyes ha establecido lo 

siguiente:  

1. La solicitud de constitución en actor civil se presentará por escrito ante el Juez de la

Investigación Preparatoria.

2. Esta solicitud debe contener, bajo sanción de inadmisibilidad:

a) Las generales de Ley de la persona física o la denominación de la persona jurídica

con las generales de Ley de su representante legal; b) La indicación del nombre del

imputado y, en su caso, el tercero civilmente responsable, contra quien se va a

proceder; c) El relato circunstanciado del delito en su agravio y exposición de las

razones que justifican su pretensión; y d) La prueba documental que acredita su

derecho conforme al artículo 98º.

15º. Como se advierte del parágrafo precedente, si bien se está frente a una pretensión 

de índole resarcitoria, la Ley procesal exige que el perjudicado -que ejerce su derecho 

de acción civil- precise específicamente el quantum indemnizatorio que pretende. Ello 

conlleva a que individualice el tipo y alcance de los daños cuyo resarcimiento pretende 

y cuánto corresponde a cada tipo de daño que afirma haber sufrido. Con esta medida la 

norma procesal persigue dar solución a un problema sumamente grave en nuestro 

ordenamiento judicial pues con el transcurrir del tiempo la práctica tribunalicia revela 

que los montos dinerarios que se establecen por concepto de reparación civil en sede 

penal son relativamente menores y no guardan relación ni proporción con el hecho que 

forma parte del objeto procesal.  

§ 3. Actor civil. Oportunidad y forma para su constitución

16º. Otro de los problemas recurrentes que es del caso abordar en el presente Acuerdo 

Plenario es el relativo a la oportunidad para constituirse en actor civil. El artículo 101º 

del Código Procesal Penal expresa que la constitución en actor civil deberá efectuarse 

antes de la culminación de la Investigación Preparatoria. En este punto lo que cabe 

dilucidar es si la petición de constitución en actor civil puede hacerse en la fase de 

diligencias preliminares –que integra la investigación preparatoria-, o si resulta 

necesario que se haya formalizado la continuación de la Investigación Preparatoria.  

17º. Es de descartar la primera posibilidad fundamentalmente porque, como bien se 

sabe, al momento que se vienen realizando las diligencias preliminares el Ministerio 

Público aún no ha formulado la inculpación formal a través de la respectiva 

Disposición Fiscal; esto es, no ha promovido la acción penal ante el órgano 

jurisdiccional, por lo que mal podría acumularse a ella una pretensión resarcitoria en 

ausencia de un objeto penal formalmente configurado. Por lo demás, debe quedar claro 

que con la formalización de la Investigación Preparatoria propiamente dicha el Fiscal 

recién ejerce la acción penal, acto de postulación que luego de ser notificado al Juez de 

la Investigación Preparatoria (artículos 3° y 336°.3 del Código Procesal Penal) permite 

el planteamiento del objeto civil al proceso penal incoado.     
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18º. Por otro lado, en lo que respecta al trámite jurisdiccional para la constitución en 

actor civil del perjudicado por el hecho punible, el artículo 102º del Código Procesal 

dispone lo siguiente: “1. El Juez de la Investigación Preparatoria, una vez que ha 

recabado información del Fiscal acerca de los sujetos procesales apersonados en la 

causa y luego de notificarles la solicitud de constitución en actor civil resolverá dentro 

del tercer día. 2. Rige en lo pertinente, y a los solos efectos del trámite, el artículo 8º”. 

Lo más importante, además del trámite previsto en el referido artículo 102º del aludido 

Código que establece la obligación del Juez de recabar información de los sujetos 

procesales apersonados y correr traslado de la petición, a fin de resolver dentro del 

tercer día, es el hecho de analizar si este procedimiento de constitución en actor civil 

debe hacerse obligatoriamente con la celebración de audiencia. 

19º. La lectura asistemática del artículo 102º, apartado 1), del Código Procesal Penal 

puede sugerir a algunas personas que el Juez dictará la resolución sin otro trámite que 

el haber recabado la información y la notificación de la solicitud de constitución en 

actor civil. Empero, el segundo apartado del indicado artículo precisa que para efectos 

del trámite rige lo dispuesto en el artículo 8° -se trata, como es obvio, de una clara 

norma de remisión-. Esta última disposición estatuye que el procedimiento requiere 

como acto procesal central que el Juez lleve a cabo una audiencia con la intervención 

obligatoria del fiscal y, debe entenderse así, con la participación facultativa de las otras 

partes procesales.  No es el caso, por ejemplo, del artículo 15°.2.c) del Código Procesal 

Penal, que autoriza al Juez, bajo la expresión: “…de ser el caso”, resolver un incidente 

procesal determinado sólo si se producen determinados presupuestos. 

Resulta entonces que el trámite de la constitución en actor civil tendría que realizarse 

necesariamente mediante audiencia, en cumplimiento de los principios procedimentales 

de oralidad y publicidad, y el principio procesal de contradicción establecidos en el 

artículo I.2 del Título Preliminar del Código Procesal Penal. Debe entenderse, desde 

esta perspectiva, que el plazo de tres días fijado en el artículo 202°.1 de la Ley Procesal 

Penal se refiere al paso de expedición de la resolución correspondiente -que en el caso 

del artículo 8° es de dos días de celebrada la audiencia como plazo máximo-, pero ésta 

debe proferirse, como paso posterior, de la realización de la audiencia.  

Por consiguiente, no es posible deducir de la ley que la audiencia sólo se llevará a cabo 

ante la oposición de una parte procesal, pues tal posibilidad no está reconocida por el 

Código Procesal Penal y sería contraria al principio de legalidad procesal. No obstante 

ello, la vulneración del derecho objetivo no necesariamente produce nulidad de 

actuaciones, pues ésta tiene como presupuestos no sólo la vulneración de la ley sino 

principalmente la generación de una indefensión material a las partes procesales o la 

absoluta desnaturalización del procedimiento lesiva a los principios y garantías que le 

son propios e insustituibles. La nulidad, pues, está condicionada a las infracciones de 

relevancia constitucional se anotan. 

III. DECISIÓN

20º. En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitoria de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, y de 
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conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único Ordenado de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial; 

ACORDARON: 

21°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 

jurídicos 6º al 19º.  

22°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal antes 

mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias judiciales, sin 

perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 22° de la LOPJ, 

aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 116° 

del citado estatuto orgánico. 

23°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial “El Peruano”. Hágase 

saber. 

Ss. 

SAN MARTÍN CASTRO 

VILLA STEIN 

LECAROS CORNEJO 

PRADO SALDARRIAGA 

RODRÍGUEZ TINEO 

PARIONA PASTRANA 

BARRIOS ALVARADO  

NEYRA FLORES  

VILLA BONILLA  

CALDERÓN CASTILLO  

SANTA MARÍA MORILLO 
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SEGUNDA SALA PENAL TRANSITORIA
CASACIÓN N.° 103-2017

JUNÍN

-SENTENCIA DE CASACIÓN-

Lima, quince de agosto de dos mil diecisiete.

VISTOS; en audiencia pública, el recurso de 
casación para desarrollo de doctrina jurisprudencial, en 
razón del recurso de casación interpuesto por la FISCAL 
SUPERIOR de la Segunda Fiscalía Superior Penal de 
La Merced - Chanchamayo, contra el auto de vista, de 
fojas cincuenta y ocho, de 22 de septiembre de 2016, 
que revocó el de primera instancia, de fojas veintidós, 
de 15 de abril de 2016, y reformándolo dispuso que 
indistintamente se considere como representante de la 
parte agraviada al Ministerio Público o a la Procuraduría 
del Ministerio de Transportes y Comunicaciones del 
Estado peruano. 

Interviene como ponente la señora Jueza Suprema 
CHÁVEZ MELLA. 

 CONSIDERANDO 

§. HECHOS MATERIA DE IMPUTACIÓN.

PRIMERO: El 02 de mayo de 2015, a horas 
10:45, en circunstancias que el personal policial de 
la comisaría de La Merced realizaba un operativo, el 
SOB PNP José Abraham Chang Jorge intervino por 
inmediaciones del jirón Dos de Mayo de La Merced, al 
vehículo menor (L3) de placa de rodaje 2382-5W, color 
azul/negro, conducido por Nelson Ramírez Andrade, 
quien mostraba visibles síntomas de haber ingerido 
bebidas alcohólicas, motivo por el que fue trasladado 
a la dependencia policial; luego de realizar el dosaje 
etílico N.° 0028-0003187, dio como resultado 1.60 g/l 
de alcohol en la sangre.

§. ITINERARIO DEL PROCESO DE PRIMERA
INSTANCIA.

SEGUNDO: Citando los hechos antes mencionados, 
se formuló requerimiento acusatorio, de fojas uno, 
imputando a NELSON RAMÍREZ ANDRADE la comisión 
del delito contra la Seguridad Pública – Delitos de Peligro 
Común – Conducción en Estado de Ebriedad [primer 
párrafo del artículo 274 del Código Penal], en agravio de 
la Sociedad. 

TERCERO: Mediante escrito de 31 de marzo de 
2016 [fojas diecisiete], el Procurador Público Adjunto 
del Ministerio de Transportes y Comunicaciones se 
apersonó al proceso tramitado por el Primer Juzgado 

Penal Unipersonal de La Merced, de la Corte Superior 
de Justicia de Junín, el mismo que emitió la resolución 
número cuatro de 15 de abril de 2016 [fojas veintidós], en 
la que precisó que siendo parte agraviada la Sociedad, 
ésta debe ser representada por el Ministerio Público y 
no por el Ministerio de Transportes y Comunicaciones.

CUARTO: Los argumentos de la resolución son los 
siguientes: i) La Ley Orgánica del Ministerio Público, 
Decreto Legislativo N.° 052, en su artículo 1, señala 
expresamente que: “El Ministerio Público es el órgano 
autónomo del Estado que tiene como funciones 
principales la defensa de la legalidad, los derechos 
ciudadanos y los intereses públicos, la representación 
de la sociedad en juicio (…)”; ii) El Decreto Legislativo 
N.° 1068, en su artículo 12.1, indica: “Los Procuradores 
Públicos (…) ejercen la defensa jurídica del Estado 
de acuerdo a la Constitución (…)”; y, iii) La defensa 
del Estado corresponde a sus Procuradores Públicos 
adscritos al Sistema de Defensa Jurídica del Estado; 
siempre y cuando la entidad agraviada en un proceso 
sea una entidad pública del Estado; lo que en el presente 
caso no sucede, puesto que la parte agraviada es la 
Sociedad, que no constituye entidad pública del Estado; 
en tal sentido ella debe ser representada por el Ministerio 
Público.

§. ITINERARIO DEL PROCESO EN SEGUNDA
INSTANCIA.

QUINTO: Contra la citada resolución, el Procurador 
Público Adjunto del Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones interpuso recurso de apelación [fojas 
veintinueve], porque considera que se perjudica los 
intereses del Estado y se causa indefensión frente 
a un delito en el que el bien jurídico tutelado guarda 
relación directa con la competencia que le corresponde. 
El tipo penal, relacionado al delito de peligro común, 
busca proteger el ámbito de la administración estatal 
y la protección de todo el conjunto de personas que 
conforman la colectividad en el marco del tránsito 
rodado, el cual es regulado y custodiado por el Ministerio 
de Transportes y Comunicaciones en representación del 
Estado; toda vez que el tipo penal previsto cautela el bien 
jurídico “seguridad pública”, vinculado al transporte y las 
comunicaciones; en este sentido, siendo la conducción en 
estado de ebriedad no sólo una afectación a la Sociedad 
sino también un quebrantamiento de la normativa 
fi jada por el órgano rector en materia de transporte, 
corresponde la intervención de la Procuraduría Pública 
del Ministerio de Transportes y Comunicaciones en 
representación del Estado; por lo expuesto, debe 
considerarse que la Procuraduría Pública del Ministerio 
de Transportes y Comunicaciones tiene competencia 
para intervenir en los procesos penales referidos a la 
comisión del delito contra la seguridad pública – peligro 
común en su modalidad de conducción de vehículos en 
estado de ebriedad, habida cuenta que su participación 
está centrada en el resguardo del sistema de transporte 
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terrestre.
SEXTO: El Primer Juzgado Penal Unipersonal de La 

Merced de la Corte Superior de Justicia de Junín, por 
resolución de 02 de mayo de 2016 [fojas treinta y dos], 
concedió el recurso de apelación interpuesto; y, mediante 
resolución número dos de 12 de setiembre de 2016 [fojas 
cuarenta y dos], la Sala Penal de Apelaciones – sede La 
Merced, de la Corte Superior de Justicia de Junín, señaló 
fecha para la audiencia de apelación de auto, la que se 
realizó conforme al acta de 22 de setiembre de 2016 [fojas 
cincuenta y cinco], con la intervención del representante 
del Ministerio Público.

SÉPTIMO: El día 22 de septiembre de 2016, la Sala 
Penal de Apelaciones – sede La Merced, de la Corte 
Superior de Justicia de Junín, emitió el auto de vista 
revocando la resolución número cuatro de 15 de abril de 
2016, y reformándola, dispuso que indistintamente, se 
considere como representante de la parte agraviada al 
Ministerio Público o a la Procuraduría del Ministerio de 
Transportes y Comunicaciones del Estado peruano [fojas 
cincuenta y ocho].

OCTAVO: Los argumentos que utilizó la Sala 
Superior para sustentar su decisión son los siguientes: 
i) Cita los fundamentos jurídicos 6, 8 y 9 del Acuerdo
Plenario N.° 4-2015/Cj-116 y el artículo 94 del Código
Procesal Penal; ii) Dichos dispositivos tratan desde una
perspectiva amplia sobre quién podría ser considerado
como parte afectada dentro de un proceso penal; de
allí que no necesariamente quien sea el sujeto pasivo
de la acción típica deviene en el único legitimado para
intervenir como tal, en tanto también puede serlo aquel
que sin ser afectado directamente por la acción típica,
se vea perjudicado por ésta de alguna forma; iii) En el
caso de los delitos de peligro, como lo es el delito materia
del proceso, resulta especialmente complejo, en tanto el
agraviado de la acción típica también lo es la Sociedad
o colectividad en abstracto; y siendo así, que dentro de
un proceso se puede presentar la participación de varias
entidades en procura de su legitimidad como agraviado o
perjudicado, puesto que en estos delitos, quien asume la
representación de esa abstracción es la Sociedad, a través 
del Estado y sus diversas entidades o procuradurías; en
tanto que el artículo 47 de la Constitución prevé que la
defensa de los intereses del Estado está a cargo de los
Procuradores Públicos, quienes pueden entrar en confl icto
en procura de ser considerados en esa condición; lo que
inclusive puede presentarse con el Ministerio Público,
como en el caso de la presente, toda vez que, por imperio
del artículo 159 de la Constitución, el Ministerio Público
es el representante de la Sociedad; iv) El Ministerio de
Transportes y Comunicaciones es el ente rector en lo
que atañe al transporte y tráfi co terrestre, siendo uno
de sus objetivos el resguardo de las condiciones de
seguridad de los que utilizan vehículos terrestres en su
condición de usuarios, es decir, la seguridad del tráfi co
rodado, supuesto que viene a ser coincidente con el bien
jurídico tutelado del tipo penal que es materia de proceso;
por lo tanto, en virtud a esa coincidencia, entre lo que
tutela el delito de conducción en estado de ebriedad y
los objetivos que persigue el Ministerio de Transportes
y Comunicaciones, la Procuraduría que representa al
Ministerio en mención se encuentra totalmente legitimada
para intervenir en el presente proceso en su condición de
representante de la parte agraviada que es la colectividad
o la Sociedad en su conjunto; v) En el caso concreto, de
modo alguno se excluye a la Fiscalía como representante
de la Sociedad o la colectividad, en tanto, la Procuraduría
no se constituyó en parte civil.

§ DEL ÁMBITO DE LA CASACIÓN

NOVENO: No encontrándose conforme con el auto 
de vista, la Fiscal Superior Provisional de la Segunda 
Fiscalía Superior Penal de La Merced - Chanchamayo, 
interpuso recurso de casación excepcional –numeral 
4, del artículo 427, del Código Procesal Penal- [fojas 
sesenta y seis], invocando las causales 1 y 2, del artículo 
429, del Código Adjetivo, sosteniendo que no es correcto 
lo resuelto porque el sujeto pasivo es sólo la Sociedad, 
por cuanto este tipo no prevé lesión alguna de bien 

específi co y concreto, conforme a la naturaleza del bien 
jurídico tutelado, siendo éste tanto la seguridad del tráfi co 
(interés jurídico colectivo) como la tutela que merecen las 
personas particulares, en cuanto a su vida e integridad 
física (bienes jurídicos particulares); el hecho punible 
contenido en el artículo 274 del Código Penal es de peligro 
abstracto, siendo que la Constitución, en el artículo 159 
inciso 3, establece como atribución del Ministerio Público 
el representar a la Sociedad en los procesos judiciales, 
dicha representación no puede ser compartida ni delegada 
a ninguna Procuraduría del Estado; no es exacto que 
Sociedad y Estado signifi quen lo mismo, son entidades 
diferenciadas con roles y jerarquías específi cas por su 
origen; por lo que solicita que se declare nula la resolución 
impugnada. Asimismo, interpone el recurso de casación 
para desarrollo de doctrina jurisprudencial, debido a 
la ausencia de doctrina y jurisprudencia desarrollada 
sobre este tipo de delitos en que son parte agraviada la 
Sociedad y el Estado; y la representación le corresponde 
indistintamente al Ministerio Público y a la Procuraduría 
Pública del Ministerio de Transportes y Comunicaciones.

DÉCIMO: El Tribunal Superior, por resolución número 
cuatro de 04 de noviembre de 2016 [fojas setenta y dos], 
concedió el recurso de casación excepcional interpuesto 
por el Ministerio Público y dispuso se eleven los actuados 
a esta Sala Suprema.

UNDÉCIMO: La Segunda Sala Penal Transitoria de 
esta Suprema Corte, mediante el auto de califi cación 
del recurso de casación de 04 de abril de 2017 [fojas 
veinticinco del cuaderno de casación formado en 
esta instancia], declaró bien concedido el recurso de 
casación excepcional interpuesto por la representante 
del Ministerio Público, para el desarrollo de la doctrina 
jurisprudencial comprendida en el numeral 4, del artículo 
427, del Código Procesal Penal, respecto a determinar a 
quién corresponde la representación de la Sociedad como 
parte agraviada en los procesos por delito de conducción 
en estado de ebriedad.

DUODÉCIMO: El 19 de julio de 2017, se llevó a cabo la 
audiencia de casación, en la que estuvo presente el Fiscal 
Supremo de la Primera Fiscalía Suprema en lo Penal, 
quien alegó que es importante que se fi je precedente 
vinculante sobre este tema; el planteamiento de la Fiscalía 
Superior al interponer el recurso de casación, parte de un 
supuesto bastante extendido pero al parecer equivocado, 
respecto a la distinción entre Sociedad y Estado. Esta 
confusión proviene de lo establecido en el artículo 47 
de la Constitución Política del Perú, según el cual la 
Procuraduría representa al Estado, y los operadores del 
sistema de justicia entienden que Estado es sinónimo de 
aparato estatal, de entidades públicas; sin embargo, la 
norma no dice eso, en este caso, para términos prácticos, 
no se hace distinción entre Sociedad y Estado; Derecho 
Constitucional defi ne al Estado como la sociedad política 
y jurídicamente organizada, por lo que la distinción que se 
hace no tiene sustento; en esta lógica, el razonamiento de 
la resolución venida en grado considera la existencia de 
sectores representados por el Ministerio competente, por 
lo que habrá que entender que la parte agraviada es la 
Sociedad, que es lo mismo que el Estado representado por 
el Ministerio correspondiente, dentro de cuyo sector está 
el ámbito de competencia respectivo, que no es igual al 
aparato estatal o a la entidad pública. El Acuerdo Plenario 
N.° 4-2015, en el fundamento jurídico noveno, aclara en 
qué casos el Ministerio Público representa la acción civil, 
y es ante la no actuación del agraviado o cuando en esta 
actuación se ha dado por desistido al agraviado, esto no 
podría suceder si, originariamente, el titular de la acción 
civil, como agraviado, fuese el Ministerio Público; el 
representante de la Fiscalía que concurrió a la audiencia 
estima que, en juicio, el Ministerio Público ejerce la 
representación del agraviado para la pretensión penal y 
que por lo tanto esa representación para la acción civil 
está condicionada a que el agraviado no pueda concurrir 
al proceso para defender sus derechos; en caso contrario, 
por mandato del artículo 11 del Código Procesal Penal, 
cesa la intervención del Ministerio Público, en cuanto a la 
acción civil, lo que no podría suceder si se entendiera que 
el Ministerio Público es el representante de la Sociedad, 
en todos los delitos en agravio de ésta, lo cual es absurdo; 
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por lo que solicita desarrollar doctrina en los siguientes 
puntos: i) En el proceso, la representación de la sociedad 
la tiene el Ministerio Público, a efectos del ejercicio de la 
acción penal; y, ii) Los delitos en agravio de la sociedad 
se cometen en agravio del Estado, no de una entidad 
pública, ni ministerio alguno, sino en agravio del Estado 
como sociedad política y jurídicamente organizada. 

DÉCIMO TERCERO: Deliberada la causa en secreto 
y votada el día 19 de julio de 2017, esta Sala Suprema 
emitió la presente sentencia de casación, cuya lectura en 
audiencia pública –con las partes que asistan- se realizó 
el día 15 de agosto de 2017, a las 11:30 horas. 

§. FUNDAMENTOS DEL SUPREMO TRIBUNAL.

DÉCIMO CUARTO: El delito de conducción en estado 
de ebriedad o drogadicción, tipifi cado en el artículo 274 
del Código Penal, está confi gurado como un delito de 
peligro abstracto en el que no es necesario demostrar, 
en el caso concreto, el peligro efectivo para la seguridad 
del tráfi co, cuyo contenido está conformado por aquellos 
principios que garantizan la seguridad en la conducción 
de los vehículos motorizados: principios de confi anza, 
conducción reglamentada y seguridad [El legislador 
adelanta las barreras punitivas para establecer un mayor 
ámbito de protección para el bien jurídico, cuando las 
formas imprudentes no alcanzan a proteger ese ámbito 
que el legislador estima necesario tutelar1]. Esto es así, 
pues la razón para incriminar dicha conducta es el peligro 
que genera para la seguridad del tráfi co público. De esta 
manera, estamos ante un delito de peligro abstracto donde 
la mera conducción en estado de ebriedad acarrea, sin 
más, la comisión del hecho punible. En otras palabras, el 
delito de conducción en estado de ebriedad se consuma 
por el solo hecho de conducir en esas circunstancias: 
una vez que se verifi que la infl uencia alcohólica en el 
conductor, se deberá aplicar el precepto bajo análisis. 

DÉCIMO QUINTO: El codifi cador de 1991 incorporó 
al catálogo de delitos, aquellas conductas que atentan 
contra el bien jurídico “Seguridad Pública”, si bien los 
tipos penales comprendidos en este Título ofenden 
directamente un bien jurídico de naturaleza colectiva 
-esto es, el bienestar de toda una población-, éstos
también se dirigen a tutelar indirectamente los bienes
jurídicos personalísimos, en concreto, la vida, el cuerpo
y la salud de la persona de forma individual. Entonces,
este bien jurídico es de carácter intermedio, en la medida
que despliega una función preventiva a otro bien, el cual
se legitima a partir de la necesidad de otorgar tutela a
intereses que van más allá de una afectación material
individual, pues cuando esto acontece los tipos aplicables
son aquellos comprendidos en el Título I del Código
Penal (homicidio, lesiones, etc.). Por lo tanto, mediante
la creación de tipos de “peligro común” se pretende
adelantar la prohibición de ciertos focos de peligro que se
desea prevenir con la norma jurídico - penal.2

DÉCIMO SEXTO: En la historia de la persecución 
penal hay dos personajes que se disputan la calidad de 
ofendido: la Sociedad y la víctima (persona individual 
o jurídica) que ven dañados o puestos en peligro sus
intereses y sus derechos. Son muchos más, en cambio,
los que se atribuyen la condición de víctima. Unos y
otros buscan, en todo caso, el castigo del culpable
-autor del delito-, y también pretenden la tutela social
y el resarcimiento del daño que han sufrido. Entre los
elementos que caracterizan al delito se hallan la identidad
del agresor y la del agredido, que entran en colisión
personal, por el ataque que aquél emprende, ante el
enfrentamiento que los compromete, por la malicia que
alguno utiliza para obtener determinada ventaja. Es
decir, pueden ser ofendidos, y lo son de iure y de facto,
la Sociedad, que se ve agraviada o amenazada por el
hecho punible, el individuo -o los individuos- y la persona
colectiva -o las personas colectivas-, que miran dañados
o puestos en peligro sus intereses y sus derechos. En
los delitos contra la Seguridad Pública, el sujeto pasivo, 
también llamado víctima u ofendido, es el que resulta 
directa o inmediatamente perjudicado por el delito o el 
que soporta las consecuencias del mismo; en el delito 
bajo análisis, el sujeto pasivo es la Sociedad así como 

todos y cada uno de sus habitantes, ya que la conducción 
de un vehículo motorizado en estado de ebriedad o 
drogadicción, los afecta en su seguridad, en el tránsito; 
tanto en el desplazamiento vehicular como el peatonal 
y el de pasajeros.3 En consecuencia, el sujeto pasivo de 
este delito es la Sociedad, por cuanto este tipo no prevé 
lesión alguna de bien específi co y concreto, conforme a la 
naturaleza del bien jurídico tutelado4.

DÉCIMO SÉPTIMO: Al hacer alusión a la Sociedad, 
nos referimos a un conjunto de individuos, los mismos 
que deben ser representados en el proceso penal. La 
Sociedad produce necesariamente, entre otras cosas, 
una serie de reglas o normas de conducta dirigidas a los 
miembros que la componen, cuya fi nalidad primera es 
posibilitar y garantizar la convivencia común, así como la 
propia subsistencia de la Sociedad. Estas reglas o normas 
de conducta, que la Sociedad produce, son agrupables 
en torno a tres tópicos principales: los usos, la moralidad 
objetiva o moral social y el Derecho. Asimismo, surge la 
noción de Estado, que en su concepto y en sus fi nes, es una 
forma de organización de la sociedad y no un mecanismo 
para sustituirla. El Estado ha de servir al colectivo y su 
actuación se enmarca en las atribuciones, competencias 
y procedimientos formalmente establecidos, con el objeto 
de desarrollar los principios y valores esenciales de la 
Sociedad contenidos en la Constitución, en la historia 
y en el espíritu esencial de un país. La Sociedad y el 
Estado representan entidades diferenciadas, con roles y 
jerarquías específi cas, no cabe duda que por encima del 
Estado está la Sociedad, que es el sustrato fundamental 
de la Nación, y en el cual reside el mandato político y la 
soberanía, como defi nición, además de jurídica, social y 
humana. 

DÉCIMO OCTAVO: La defi nición del “Estado” 
resulta muy difícil, dada la multiplicidad de los objetos 
que el término comúnmente designa. La palabra es a 
veces usada en un sentido muy amplio, para designar la 
“Sociedad” como tal, o una forma especial de sociedad. 
Pero con gran frecuencia, el vocablo es también empleado 
en un sentido mucho más restringido, para designar un 
determinado órgano de la Sociedad –el gobierno, por 
ejemplo, o los sometidos a éste, la “nación”, o el territorio 
en que aquéllos habitan-5. El Estado es una sociedad 
políticamente organizada, porque es una comunidad 
constituida por un orden coercitivo, y este orden es el 
derecho6; y sólo obra a través de sus órganos7. Es decir, 
el Estado en virtud al Derecho –entendido como conjunto 
de normas que legitiman su existencia y establecen sus 
atribuciones- cuenta con los organismos para representar 
jurídicamente a la Sociedad y velar por sus intereses. 
Marcial Rubio Correa, en su obra “El Sistema Jurídico”, al 
referirse a los sistemas en la Administración Pública nos 
dice: Sistema es la suma organizada de normas, órganos y 
procesos destinados a proveer a la Administración Pública 
de los insumos necesarios para cumplir efi cientemente 
sus fi nes institucionales. En esta medida, y como ocurre 
con los sectores, no es un organismo sino un concepto en 
el que se comprende a varios elementos, entre los que se 
cuentan distintos organismos públicos. Y agrega: Tenemos 
actualmente varios Sistemas en la Administración Pública 

1 Tomado de CARMONA SALGADO, C., y otros., ob. cit., Curso de Derecho 
Penal Español: Parte especial, Tomo I, Editorial Marcial Pons, Madrid 1997, 
pág. 177.

2 PEÑA CABRERA FREYRE, Alonso Raúl. Derecho Penal Parte Especial, 
tomo III, marzo 2012, Editorial IDEMSA, Lima-Perú, páginas 498-499.

3 SILVA SILVA, Hernán. “El delito de manejar en estado de ebriedad”, Editorial 
Jurídica de Chile, Primera Edición, junio 2000, Santiago de Chile, páginas 
30-31.

4 PEÑA CABRERA FREYRE, Alonso Raúl. Derecho Penal Parte Especial, 
tomo III, marzo 2012, Editorial IDEMSA, Lima-Perú, página 537.

5 HANS KELSEN. Teoría General del Derecho y del Estado. Quinta reimpre-
sión de la Segunda edición, México 1995, Universidad Nacional Autónoma 
de México. Pág. 215.

6 Ídem. Pág. 226.
7 HANS KELSEN. Teoría General del Derecho y del Estado. Quinta reimpre-

sión de la Segunda edición, México 1995, Universidad Nacional Autónoma 
de México. Pág. 232.
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del Gobierno Central. Entre ellos: el Sistema Nacional de 
Cuentas, el Sistema Nacional de Personal, el Sistema 
Nacional de Defensa Nacional, el Sistema Nacional de 
Defensa Civil. Cada uno de ellos tiene un órgano central 
y ramifi caciones dentro de los diversos organismos 
públicos con los cuales trabaja, en distintos lugares del 
territorio, según cada caso8. Siendo así, Sociedad y 
Estado se infl uyen y afectan mutuamente; es por eso 
que cuando la Sociedad es agraviada por la comisión 
de un delito, le corresponde ser representada por el 
Estado, que tiene la organización política para hacerlo 
y lo hará a través de sus órganos defi nidos conforme 
a Derecho.

DÉCIMO NOVENO: A criterio de este Supremo 
Tribunal, en los delitos contra la Seguridad Pública, 
previstos en el Título XII, del Libro Segundo, del Código 
Penal, el sujeto pasivo o agraviado es la Sociedad, y debe 
ser el Estado, el que la represente, porque en una sociedad 
políticamente organizada, el Estado tiene el deber de 
defenderla, como indica el artículo 44 de la Constitución 
Política del Perú, que señala: “Son deberes primordiales 
del Estado: (…) proteger a la población de las amenazas 
contra su seguridad (…)”. Población debe entenderse 
como sociedad humana y jurídicamente organizada, a la 
que el Estado defenderá a través de sus Procuradores 
del sector correspondiente. Un claro ejemplo de quien 
es el agraviado en estos delitos, lo tenemos en el delito 
de Tráfi co Ilícito de Drogas, que también es un delito 
de peligro abstracto, que protege el bien jurídico Salud 
Pública, cuyo titular es la Sociedad. En todos los procesos 
penales por dicho delito, se tiene como agraviado al Estado 
y no a la Sociedad; igual sucede en el delito de Tenencia 
Ilegal de Armas y otros. En realidad, en ningún proceso 
debe consignarse como agraviada a la Sociedad, porque 
es un ente gaseoso y abstracto, que no tiene personería 
jurídica; en ese sentido, el inciso 1, del artículo 94 del 
Código Procesal Penal, no considera como agraviada a 
la Sociedad, solo hace referencia al Estado. Por tanto, en 
los procesos en que se ha considerado como agraviada 
a la Sociedad, entendida como asociación o grupo de 
personas, es decir, un ente abstracto que está formado por 
la colectividad de personas regidas por normas –Derecho- 
para su convivencia; corresponde su representación al 
Estado, que es la organización social, política, coercitiva y 
económica, conformada por un conjunto de instituciones 
[como las Fuerzas Armadas, la Administración Pública, 
los Tribunales y la Policía, asumiendo el Estado las 
funciones de defensa, gobernación, justicia, seguridad y 
otras, como las relaciones exteriores] que tienen el poder 
de regular la vida en sociedad. 

VIGÉSIMO: Asimismo, en los procesos penales, 
el Estado -como ente legitimado para representar a la 
Sociedad- ejerce la defensa de sus intereses a través de 
los Procuradores Públicos, en virtud del artículo 47 de la 
Constitución Política del Perú, según el cual: “La defensa de 
los intereses del Estado está a cargo de los Procuradores 
Públicos conforme a ley (…)” [El Procurador Público es 
un abogado inscrito en un Colegio de Abogados que 
ejerce la representación del Estado en un proceso judicial 
en defensa de sus derechos e intereses]; es por esta 
razón que la representación de la Sociedad agraviada, 
en este caso, debe ser ejercida por el Procurador Público 
respectivo. Si bien el Decreto Legislativo N.° 1326 –que 
reestructura el Sistema Administrativo de Defensa Jurídica 
del Estado y crea la Procuraduría General del Estado- no 
especifi ca una determinada Procuraduría que asuma la 
defensa de la Sociedad, en este tipo de delitos, recurrimos 
a normas que han sido vulneradas y que son aplicables 
a un sector del Estado que guarda relación con el bien 
jurídico puesto en peligro –Seguridad Pública del tráfi co-; 
tratándose de vehículos motorizados y de la seguridad 
del tráfi co rodado, esta representación corresponde 
al Ministerio de Transportes y Comunicaciones, en 
virtud del artículo 16 de la Ley N.° 27181 –Ley General 
de Transporte y Tránsito Terrestre-, según el cual: “El 
Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda 
y Construcción es el órgano rector a nivel nacional en 
materia de transporte y tránsito terrestre” concordado 
con el artículo 3 de la citada Ley, que refi ere: “La acción 
estatal en materia de transporte y tránsito terrestre 

se orienta a la satisfacción de las necesidades de los 
usuarios y al resguardo de sus condiciones de seguridad 
y salud, como la protección del ambiente y la comunidad 
en su conjunto”. Por estas razones, la Procuraduría 
Pública del Ministerio antes referido tiene la legitimidad 
para intervenir en los procesos por delito de conducción 
en estado de ebriedad o drogadicción, en representación 
de la sociedad agraviada. 

VIGÉSIMO PRIMERO: Comprender a la Sociedad 
como agraviada no resultará adecuado para los fi nes 
del proceso, por cuanto nadie la defenderá respecto de 
su pretensión civil y estará limitada en los derechos que 
asisten a todo agraviado. En efecto, si se niega al Estado 
la representación de la Sociedad, como sostuvo el Juez 
de Investigación Preparatoria; el Ministerio Público 
asumiría su representación y tendría que constituirse en 
actor civil para ejercer sus derechos como agraviado. 
El Ministerio Público no podría solicitar su constitución 
en actor civil, por cuanto asumiría dos posiciones 
procesales; una de persecutor y otra de actor civil; el 
persecutor no puede ser agraviado a la vez, salvo el 
caso de la querella de particulares. Entonces, lo racional 
y práctico es considerar al Estado como agraviado, en 
todos los delitos cuyos agraviados no sean personas 
naturales o jurídicas.

VIGÉSIMO SEGUNDO: El Ministerio Público no 
puede ser representante de la Sociedad en los procesos 
penales donde ésta fi gure como agraviada. Es un error 
histórico y de praxis judicial que no tiene racionalidad. 
Si bien, el Ministerio Público es considerado como 
representante de la Sociedad en virtud del artículo 159 
de la Constitución Política del Perú; lo que es acogido 
por la Ley Orgánica del Ministerio Público [Decreto 
Legislativo Nº 052]; sin embargo, dicha representación 
se circunscribe al ejercicio de la acción penal pública, en 
virtud del ius puniendi Estatal, como ente persecutor del 
delito y defensor de la legalidad; atribución que se defi ne 
de mejor manera en el nuevo modelo procesal penal 
instaurado por el Código Procesal Penal de 2004, que 
instituye la división de roles de los sujetos procesales, 
siendo el ofendido por el delito, quien está legitimado 
para el objeto civil del proceso. Cada órgano asume 
una competencia bien defi nida: corresponde al fi scal 
controlar a la policía y al juez controlar al Fiscal. Como es 
sabido, el juez interviene en todo supuesto que implique 
dictar medidas limitativas de derechos9. Se señalan 
como las tres funciones básicas del Fiscal: la titularidad 
de la acción penal, el deber de la carga de la prueba y la 
conducción o dirección de la investigación; las mismas 
que deben ser ejercidas con objetividad. En puridad, el 
Ministerio Público representará a la Sociedad en juicio, 
para defender a la familia, a los menores, incapaces y 
el interés social; conforme lo señala el artículo 1, del 
Decreto Legislativo N.° 052 [LOMP], dicha defensa se 
plasma, por ejemplo, en la emisión de dictámenes en 
los procesos en materia civil [tutela, patria potestad, 
fi liación, divorcio, interdicción, etc.]. 

VIGÉSIMO TERCERO: En consecuencia, estando 
a los argumentos antes esgrimidos, este Supremo 
Tribunal considera que debe establecerse como doctrina 
jurisprudencial:

1) En todos los procesos penales donde fi gura como
agraviada la Sociedad, sin perjuicio de modifi carse el auto 
de apertura de instrucción, o, en su caso la Disposición 
Fiscal de Formalización de Investigación Preparatoria, 
precisando al Estado como agraviado; el representante 
legal será el Estado, que se apersonará al proceso a 
través de sus Procuradores correspondientes, teniendo 
todos los derechos del agraviado y actor civil, según sea 
el caso.

2) En todos los delitos en que el agraviado no sea una

8 RUBIO CORREA, Marcial. “El Sistema Jurídico” (Introducción al Derecho). 
Lima, Perú PUCP, 2001. Pág. 73.

9 DOIG DÍAZ, Víctor. El nuevo proceso penal. Estudios fundamentales. Lima, 
2006, Palestra. Pág. 185.
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persona natural o jurídica; tendrá tal condición, el Estado, 
como Sociedad políticamente organizada.

§. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO.

VIGÉSIMO CUARTO: El objeto del recurso 
interpuesto es determinar, en el caso concreto, quién 
es el representante de la Sociedad en el presente 
proceso, en el que se le considera como agraviada; lo 
que nada tiene que ver con la fi gura del actor civil ni de 
la pretensión civil. 

VIGÉSIMO QUINTO: En el caso bajo análisis, fue 
la Fiscal Superior Provisional de la Segunda Fiscalía 
Superior Penal de La Merced – Chanchamayo y no el 
Procurador del Estado, quien interpuso el recurso de 
casación contra el auto de vista número tres, de 22 de 
setiembre de 2016, al no encontrarse conforme con lo 
resuelto por la Sala Penal de Apelaciones de La Merced – 
Chanchamayo, de la Corte Superior de Justicia de Junín; 
sin embargo, su pretensión no tiene sustento jurídico, es 
decir, el Ministerio Público no puede ser representante de 
la Sociedad en los procesos penales, por las razones ya 
mencionadas.

VIGÉSIMO SEXTO: Asimismo, en audiencia pública, 
al sustentar su recurso de casación, el Fiscal Supremo 
ha pedido que se desarrolle doctrina jurisprudencial, 
pero para considerar representante de la Sociedad sólo 
al Ministerio Público; sin embargo, no se ha acreditado 
las causales invocadas [incisos 1 y 2 del artículo 429 del 
Código Procesal Penal]; es decir, no se demostró que 
se haya inobservado alguna garantía constitucional de 
carácter procesal o material, así como tampoco se ha 
inobservado alguna norma procesal de carácter procesal 
sancionada con nulidad, que invalide la resolución 
impugnada. 

VIGÉSIMO SÉPTIMO: Si bien es cierto, en la 
resolución impugnada se ha considerado que el Ministerio 
Público puede representar a la Sociedad además del 
Procurador Público; también es cierto que no se puede 
casar la resolución de vista para excluir de este proceso 
al Ministerio Público, como representante de la Sociedad 
agraviada, por cuanto el Procurador Público del Estado no 
ha interpuesto recurso impugnatorio alguno; por lo que, el 
Ministerio Público sólo será representante de la Sociedad, 
en este caso concreto, pero no en los futuros procesos, 
en atención a la doctrina jurisprudencial vinculante que se 

está estableciendo en la presente sentencia.

DECISIÓN

Por estos fundamentos, declararon: 

I) INFUNDADO el recurso de casación excepcional
interpuesto por el FISCAL SUPERIOR de la Segunda 
Fiscalía Superior Penal de La Merced – Chanchamayo 
[por las causales de los incisos 1 y 2, del artículo 429, 
del Código Procesal Penal], contra el auto de vista, de 
fojas cincuenta y ocho, de 22 de septiembre de 2016, que 
revocó el de primera instancia, de fojas veintidós, de 15 de 
abril de 2016 y reformándola dispuso que indistintamente, 
se considere como representante de la parte agraviada 
al Ministerio Público o a la Procuraduría del Ministerio de 
Transportes y Comunicaciones del Estado peruano.

II) ESTABLECIERON como doctrina jurisprudencial,
los fundamentos décimo noveno a vigésimo tercero de la 
presente ejecutoria, de conformidad con el numeral 3, del 
artículo 433, del Código Procesal Penal; y se publique en 
el diario ofi cial “El Peruano”.

III) SIN COSTAS, al encontrarse exento de las mismas 
el Ministerio Público, en virtud del inciso 1 del artículo 499 
del Código Procesal Penal.

IV) ORDENARON que cumplidos estos trámites se
devuelva el proceso al órgano jurisdiccional de origen y se 
archive el cuaderno de casación en esta Corte Suprema. 
Hágase saber. Interviene el señor Juez Supremo Aldo 
Figueroa Navarro, por licencia de la señora Jueza 
Suprema Iris Estela Pacheco Huancas. 

SS.

HINOSTROZA PARIACHI

VENTURA CUEVA

FIGUEROA NAVARRO

CEVALLOS VEGAS

CHÁVEZ MELLA

J-1577483-1

TRIBUNAL FISCAL
Nº 08716-10-2017

(El tachado de los datos de los administrados en la 
Resolución del Tribunal Fiscal N° 08716-10-2017 se 
sustenta en lo dispuesto por el artículo 85° del Código 
Tributario, referente a la reserva tributaria)

EXPEDIENTE Nº : 13161-2011
INTERESADO :
ASUNTO  : Impuesto General a las Ventas 
y Multas
PROCEDENCIA  : Lima
FECHA : Lima, 28 de setiembre de 2017

 VISTA la apelación interpuesta por 
, con R.U.C. Nº 

, contra la Resolución de Intendencia Nº 026-014-
0057776/SUNAT de 31 de marzo de 2011, emitida por 
la Intendencia Regional Lima de la Superintendencia 
Nacional de Administración Tributaria1 – SUNAT, que 
declaró infundada la reclamación formulada contra las 
Resoluciones de Determinación Nº 024-003-0059632 a 
024-003-0059634, giradas por el Impuesto General a las
Ventas de agosto a octubre de 2008, y las Resoluciones
de Multa Nº 024-002-0105499 a 024-002-0105505,
emitidas por las infracciones tipifi cadas en el numeral 2

del artículo 175° y numeral 1 del artículo 178º del Código 
Tributario, y el inciso 1 del numeral 12.2 del artículo 12° 
del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 940.

CONSIDERANDO:

Que la recurrente sostiene que los Resultados de los 
Requerimientos N° 0222090000271 y 0222090000674 
son nulos por cuanto no se ha seguido el procedimiento 
legal establecido en las normas tributarias, al no haberse 
efectuado el cierre de tales requerimientos en las fechas 
indicadas en los mismos, generando incertidumbre, lo 
que vulnera su derecho de defensa, por lo que los valores 
impugnados son nulos.

Que respecto al reparo a la base imponible del 
Impuesto General a las Ventas de agosto de 2008, indica 
que el Comprobante de Pago N° 001-000007 emitido en 
agosto de 2008 se encuentra anulado, por lo que se debió 
efectuar un cruce de información para constatar tal hecho. 

Que en cuanto al reparo al crédito fi scal, refi ere que no 
se han analizado correctamente las normas que regulan 
el régimen de detracciones, y que el reparo se sustenta en 

TRIBUNAL FISCAL

1 Hoy Intendencia Lima de la Superintendencia Nacional de Aduanas y de 
Administración Tributaria.
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Objeto penal y objeto civil  

I. Nos encontramos ante un proceso 
acumulado, ello cuando existe el ejercicio de 
la acción civil por el agraviado y el Ministerio 
Público actúa como sustituto procesal de la 
víctima. La regla es que sobre el objeto civil el 
fiscal es ajeno, es decir no tiene legitimación 
activa para plantearlo; luego, no es posible 
vincularlo con su interposición, alegación e 
impugnación. Sin embargo, en este caso, el 
Ministerio Público, pese a encontrarse 
legitimado, no interpuso el recurso de 
casación ante la revocatoria de la sentencia 
condenatoria y absolvió al acusado, y la 
impugnante es la actora civil. Por lo tanto, en 
este extremo, por mayoría, se declarará 
infundado el recurso de casación.  
II. Debió analizarse, acorde con la 
pretensión impugnativa, si se presentaban o 
no los cuatro requisitos constitutivos de la 
responsabilidad civil, a partir de un juicio 
fáctico o probatorio específico. Si bien el 
hecho es el mismo, no lo es su apreciación 
jurídica. Esta responde a lo que informa el 
ordenamiento civil y, como tal, debía 
examinarse el caso. En este punto, por 
unanimidad, se declarará fundado el recurso 
de casación.  
III. El Tribunal Superior inobservó los derechos 
de la actora civil, con lo que vulneró la 
garantía de la tutela jurisdiccional (artículo 
139, inciso 3, de la Constitución) y dejó sin 
respuesta razonada y razonable la demanda 
sobre el derecho indemnizatorio, que integra 
la reparación civil, conforme a los artículos 93 
del Código Penal y 11 del Código Procesal 
Penal. Se incurrió en una causal de nulidad 
absoluta —artículo 150, literal d), del Código 
Procesal Penal—. 
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de la Corte Superior de Justicia de Puno, que revocó la sentencia del 

diecisiete de diciembre de dos mil diecinueve (foja 175), que condenó a 

Walter Jaime Mamani Velásquez (se consignó erróneamente en las sentencias 

de primera y segunda instancia como apellido del acusado Velazquez, cuando lo 

correcto, según la ficha Reniec, es Velásquez) como autor del delito de 

violación sexual de persona en incapacidad de resistir, en su agravio; 

reformándola, lo absolvieron del requerimiento de acusación por el 

delito y agraviado mencionado, y dispusieron que no corresponde 

emitir pronunciamiento sobre la reparación civil.  

Intervino como ponente, en el voto de mayoría, el señor juez supremo 

COAGUILA CHÁVEZ. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

I. Itinerario del proceso 

Primero. Mediante el requerimiento de acusación de foja 2, el señor 

fiscal provincial del Primer Despacho de la Primera Fiscalía Provincial 

Penal Corporativa de Puno tipificó los hechos imputados, 

principalmente, como delito de violación sexual de persona en 

incapacidad de resistencia, tipificado en el artículo 172, primer párrafo, 

del Código Penal; y alternativamente en el delito de violación de 

persona en estado de inconsciencia o imposibilidad de resistencia, 

previsto en el artículo 171, primer párrafo, del código sustantivo. Por 

ello, solicitó que se condene a Walter Jaime Mamani Velásquez a 

veinte años de pena privativa de libertad por la tipificación principal y 

a diez años por la tipificación alternativa. Se tiene como imputación 

fáctica que el veintiocho de junio de dos mil dieciocho, en el interior 

del inmueble ubicado en la avenida Sesquicentenario número 1501 

(Huaje, Puno), con motivo de celebrarse el cumpleaños de la agraviada 

de iniciales M. M. A., se realizó una fiesta en la sala del primer piso, con 

la participación de Bruno Emilio Supo Ocsa —esposo de la agraviada—, 
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Yaneth Corina Chura Parillo, Niyhel Indira Chura Parillo, Nélida Apaza 

Chura y otras cuatro personas, compromiso en el que los concurrentes 

consumieron varias botellas de vino y whisky. A las 20:30 horas llegó al 

lugar el procesado Walter Jaime Mamani Velásquez y se hizo partícipe 

de la fiesta. Avanzadas las 23:30 horas Bruno Emilio Supo Ocsa, al notar 

que su conviviente M. M. A. se encontraba en significativo estado de 

embriaguez, la condujo hasta su dormitorio en el tercer piso para luego 

hacerla acostar. Cumplido ello, retornó a la sala para seguir 

departiendo con los invitados. Pasadas las horas, el procesado simuló 

retirarse del lugar, pero se dirigió al dormitorio de la persona de iniciales 

M. M. A. Aprovechando que esta se encontraba profundamente 

dormida por la ingesta de alcohol en cantidad considerable, la 

despojó de sus prendas de vestir e introdujo su pene en su vagina, para 

luego quedarse dormido junto a la agraviada. A las 00:30 horas del 

veintinueve de junio del mismo año, Bruno Emilio Supo Ocsa despidió a 

todos los invitados y se dirigió hacia su dormitorio. Al ingresar se dio con 

la sorpresa de que el procesado estaba recostado sobre su cama 

durmiendo pegado a la espalda de la agraviada M. M. A., lo que lo 

enfureció e hizo que golpeara al imputado. 

Segundo. El diecisiete de diciembre de dos mil diecinueve el Juzgado 

Penal Colegiado Supraprovincial de la provincia de Puno condenó a 

Walter Jaime Mamani Velásquez como autor del delito de violación 

sexual de persona en incapacidad de resistencia, previsto en el 

artículo 172, primer párrafo, del Código Penal, y le impuso veinte años 

de pena privativa de libertad. 

Contra esta sentencia condenatoria, la defensa técnica del 

sentenciado interpuso recurso de apelación por escrito de foja 206. 

Solicitó como pretensión que se revoque la sentencia recurrida y que 

se le absuelva. 
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Tercero. La Sala Penal de Apelaciones en adición Sala Penal 

Liquidadora y Sala Anticorrupción de Puno, previo trámite 

impugnativo, revocó la sentencia de primera instancia y lo absolvió del 

delito imputado. Precisó lo siguiente: 

3.1. El estado en el que se encontraba la agraviada no ha sido 

determinado en la sentencia impugnada, ya que, del juicio de 

subsunción, si bien se señala en el apartado 3.1 una definición de 

incapacidad de resistir, cuando se ocupa de la adecuación del 

caso al bien jurídico realizado, el a quo señala que estaba en 

grave alteración de la conciencia.  

3.2. De acuerdo con la imputación fáctica y los supuestos contenidos 

en el primer párrafo del artículo 172 del Código Penal, la 

calificación jurídica precisa es la incapacidad de resistencia de la 

víctima por una grave alteración de la conciencia, y no como se 

ha señalado por una incapacidad de resistir, ya que son 

supuestos normativos diferentes.  

3.3. Tanto la agraviada como el acusado, entre las 23:30 horas del 

veintiocho de junio y las 00:30 horas del veintinueve de junio de 

dos mil dieciocho, se encontraban dentro del tercer periodo de la 

tabla de alcoholemia aprobada por la Ley número 27753, esto es, 

ebriedad absoluta, situación que no enerva la apreciación 

realizada por el a quo en cuanto al estado de la agraviada al 

momento de los hechos.  

3.4. El Colegiado de primera instancia no realizó ningún 

pronunciamiento en cuanto al grado de alcoholemia presente en 

la sangre del acusado al momento de ejecutarse los hechos, pese 

a que fue materia de debate durante el juicio oral. Respetándose 

el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y el debido proceso, 

debe analizarse si el estado etílico bajo el que se encontraba al 
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momento de los hechos lo exime de responsabilidad, teniendo en 

cuenta las circunstancias en que se suscitó la relación sexual.  

3.5. El estado físico y mental (encontrado en agraviada y acusado) puede 

influir en la prestación del consentimiento, aunque viciado, para 

mantener relaciones sexuales. De acuerdo con las testimoniales, 

se describe que entre la agraviada y el acusado existía una 

relación, por lo que puede existir un consentimiento sexual frente 

a personas que mantenían una relación amorosa.  

3.6. El elemento subjetivo especial del tipo penal comprende el 

conocimiento que debe tener el agente sobre el estado 

particular de la víctima (alteración grave de la conciencia) y 

aprovecharse de este particular estado, con la seguridad de no 

encontrar ningún tipo de resistencia.  

3.7. No se puede acreditar el dolo del procesado Walter Jaime 

Mamani Velásquez para la configuración del delito de violación 

sexual de persona en incapacidad de resistencia por grave 

alteración de la conciencia, pues no se ha determinado la 

intención de ejecutar la conducta prohibida. Para atribuir 

responsabilidad penal no basta con que el autor sepa y quiera 

realizar una conducta lesiva, sino también que esté en 

capacidad de saber que se trata de una conducta antijurídica.  

3.8. Se ha determinado que tanto la agraviada como el acusado no 

se encontraban con pleno uso de sus facultades físicas y 

mentales, pues ambos —a causa de la ingesta del alcohol—, según se 

ha determinado, objetivamente, se encontraban en estado de 

ebriedad absoluta. Ello no permite establecer la real existencia del 

dolo del acusado y constituye duda sobre su responsabilidad.  
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Contra esta sentencia de vista, la defensa técnica de la actora 

civil promovió el recurso de casación.  

Cuarto. La actora civil, en su escrito de casación de foja 261, ingresado 

el cinco de octubre de dos mil veinte, sustentó como motivo de 

casación la ilogicidad de la sentencia de vista y la indebida aplicación 

de la ley penal (artículo 429, incisos 3 y 4, del Código Procesal Penal). Señaló 

que si bien la Sala afirmó que supuestamente existiría una relación 

amorosa entre el acusado y la agraviada ello se contradice con el 

considerando 2.8 de la misma sentencia de vista. Existe indebida 

aplicación de la duda razonable.  

Quinto. Conforme a la resolución de calificación del dieciséis de julio 

de dos mil veintiuno, de foja 87 del cuaderno supremo, se declaró bien 

concedido el recurso de casación propuesto por las causales previstas 

en los incisos 1 y 4 del artículo 429 del Código Procesal Penal, y fue 

materia de dilucidación en sede casacional: 

A. La causal referida a la ilogicidad de la motivación. 

B. Si los actores civiles pueden o no impugnar el extremo de la 

responsabilidad penal en una sentencia absolutoria (no solo en el 

apartado de la responsabilidad civil).  

Sexto. Instruidas las partes de la admisión del recurso de casación 

materia de la resolución anterior, se expidió el decreto del ocho de 

febrero del año en curso, de foja 97 del cuaderno supremo, que señaló 

como fecha para la vista de casación el veintiocho de febrero del 

mismo año.  

Séptimo. Llevada a cabo la audiencia de casación, se celebró de 

inmediato la deliberación en sesión privada. Efectuada la votación –

por unanimidad y mayoría–, corresponde dictar la presente sentencia 

casatoria, cuya lectura se programó en la fecha. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero. La obligación de fundamentar las sentencias propias del 

derecho moderno se ha elevado a la categoría de deber 

constitucional. En nuestro país, el artículo 139, inciso 5, de la 

Constitución Política señala que “son principios y derechos de la función 

jurisdiccional: […] 5. La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las 

instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley 

aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan”. Igualmente, el 

artículo 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial prescribe lo siguiente: 

“Todas las resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, son motivadas bajo 

responsabilidad, con expresión de los fundamentos en que se sustenta…”. 

Segundo. Para absolver el cuestionamiento de si el actor civil puede o 

no interponer recurso de casación contra una sentencia absolutoria, 

en que el Ministerio Público no ha interpuesto tal recurso, pese a la 

absolución del acusado, debemos partir de que nuestro sistema 

procesal penal hace posible una acumulación heterogénea de 

acciones: la penal y la civil, siguiendo el modelo auroral del Código 

Napoleónico (Código de Instrucción Criminal Francés). Entonces, la 

responsabilidad penal y civil son de naturaleza diferente; empero, 

están sujetas a distintos criterios de imputación; ello porque el Código 

Procesal Penal, primero, autoriza al actor civil a interponer recurso de 

apelación contra las sentencias absolutorias y los sobreseimientos, 

conforme establecen los artículos 95, inciso 1, literal b), y 105 del 

Código Procesal Penal; y, segundo, establece que la sentencia 

absolutoria y el auto de sobreseimiento no impedirán al órgano 

jurisdiccional pronunciarse sobre la acción civil derivada del hecho 

punible válidamente ejercida, cuando proceda.  

Esto último es así porque nos encontramos ante un proceso 

acumulado, ello cuando existe el ejercicio de la acción civil por el 
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agraviado y el Ministerio Público actúa como sustituto procesal de la 

víctima. La regla es que sobre el objeto civil el fiscal es ajeno, es decir 

no tiene legitimación activa para plantearlo; luego, no es posible 

vincularlo con su interposición, alegación e impugnación. Sin embargo, 

en este caso, el Ministerio Público, pese a encontrarse legitimado, no 

interpuso el recurso de casación ante la revocatoria de la sentencia 

condenatoria y absolvió al acusado, y la impugnante es la actora civil.  

Por lo tanto, en este extremo, por mayoría, se declarará infundado el 

recurso de casación.  

Tercero. Como es criterio de este Tribunal Supremo, en el Recurso de 

Casación número 923-2019/Lambayeque, es absolutamente erróneo 

entender que el cuestionamiento realizado por el actor civil está sujeto 

al principio penal acusatorio, el cual está referido a que no puede 

existir juicio sin acusación; esta última se encuentra facultada 

únicamente para el Ministerio Público. Este principio funciona para el 

objeto penal —que lo determina y, además, garantiza la imparcialidad judicial en 

el juicio penal y fija el rol de los sujetos procesales—, pero no para el objeto civil, 

que es independiente, cuyas reglas son las de los Códigos Civil y 

Procesal Civil —se trata del principio dispositivo—.  

Además, la Sentencia Casatoria número 595-2019/Lima, del siete de 

junio de dos mil veintiuno, en materia de responsabilidad civil, en que 

se fijaron cuatro requisitos constitutivos de ella: “1) La antijuridicidad o ilicitud 

de la conducta. 2) El daño causado. 3) La relación de causalidad. 4) Los factores de 

atribución (culpa y riesgo creado en la responsabilidad civil extracontractual: 

artículos 1969 y 1970 del Código Civil)”.  

Entonces, se entiende de estos puntos que toda conducta ilícita, es 

decir, infracción al ordenamiento jurídico que causa un daño, dará 

lugar a una responsabilidad civil. Asimismo, tal conducta debe 

ocasionar un daño, de carácter patrimonial (daño emergente y lucro 
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cesante) o extrapatrimonial (daño moral y daño a la persona), conforme al 

artículo 1985 del Código Civil. También se requiere la existencia de una 

relación de causalidad, que vincula la conducta del agente con el 

daño producido. En esa misma perspectiva, la imputación objetiva del 

resultado que exige criterios de atribución jurídica en función del 

aumento del riesgo y la finalidad de la norma violada. Por lo demás, la 

fractura causal solo es factible en los supuestos de caso fortuito, fuerza 

mayor, hecho de la víctima y hecho de un tercero. Finalmente, 

cumplidos estos tres requisitos anteriores, debe presentarse el factor 

subjetivo de atribución que se traduce 1) en la culpa, sea dolo o 

imprudencia, sin la estrictez de la culpa penal, o 2) en el riesgo creado 

(artículos 1969 y 1970 del Código Civil). El dolo y la imprudencia se erigen en 

un presupuesto común pero no imprescindible de la responsabilidad 

civil, pues también es posible declararla cuando esta recae en una 

persona diferente al autor del daño, o en los que se recogen supuestos 

próximos a la responsabilidad objetiva.  

Finalmente, se puntualizó que “a final de cuentas, la verificación del daño 

injusto —entendido en el sentido de no justificación del daño (non iure) y de su 

ilegalidad (contra ius)— es lo que concreta la imposición de la obligación (primaria) 

de resarcimiento de la totalidad del perjuicio al sujeto que incurra en alguna de las 

hipótesis (de responsabilidad) contemplada en la Ley”.  

Cuarto. Por lo tanto, si bien es cierto que en la etapa de apelación de 

sentencia el apelante era el sentenciado y la Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Puno decidió absolver 

al sentenciado, también lo es que debió fundamentar si se 

presentaban o no los cuatro requisitos constitutivos de la 

responsabilidad civil, a partir de un juicio fáctico o probatorio 

específico (una cosa es el principio de autotutela de la víctima a los efectos de 

configurar el delito de violación sexual y otra son las reglas que informan el derecho 

de daños), en el entendido de que debió tenerse presente que existía 
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constitución en actor civil, quien además participó en la audiencia de 

apelación y, mediante su defensa técnica, solicitó que se confirme la 

condena del procesado, pero además explicó la afectación 

psicológica por la que viene atravesando la agraviada. Corresponde 

entonces que, en la sentencia de vista, se examine el caso en 

particular para la imposición o no de una reparación civil.  

Por lo demás, no debe olvidarse, primero, que la víctima, como sujeto 

jurídico, tiene derecho a la garantía de tutela jurisdiccional; y, 

segundo, que el código garantiza el ejercicio de sus derechos y que la 

autoridad pública está obligada a velar por su protección (ex artículo IX, 

apartado 3, del Código Procesal Penal), lo que se traduce en que no puede 

desconocerse, si se dan las condiciones para ello, su derecho 

indemnizatorio, y corresponde su pronunciamiento cuando se expidió 

la sentencia de vista.  

Quinto. Como se advierte, la decisión del iudex ad quem no se 

pronunció por el extremo civil, dentro de la legalidad civil (derecho civil y 

derecho procesal civil), por lo que corresponde entonces declarar la 

nulidad de la sentencia de vista en dicho extremo, para que otro 

Colegiado Superior se pronuncie respecto al objeto civil, pues sobre el 

objeto penal, al no haber recurso del fiscal —único legitimado en los delitos 

públicos—, no cabe pronunciamiento, pues ya se había producido, 

cosa juzgada formal.  

En este punto, por unanimidad, se declarará fundado el recurso de 

casación.  

Sexto. En consecuencia, el Tribunal Superior inobservó los derechos de 

la actora civil, con lo que vulneró la garantía de la tutela jurisdiccional 

(artículo 139, inciso 3, de la Constitución) y dejó sin respuesta razonada y 

razonable la demanda sobre el derecho indemnizatorio, que integra la 

reparación civil, conforme a los artículos 93 del Código Penal y 11 del 
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Código Procesal Penal. Se incurrió en una causal de nulidad                  

absoluta —artículo 150, literal d), del Código Procesal Penal—. Por lo tanto, se 

debe casar la sentencia de vista y ordenar nueva audiencia de 

apelación solo respecto al tema civil. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la 

Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, con el voto discordante de la señora jueza suprema 

Carbajal Chávez, POR UNANIMIDAD: 

I. DECLARARON FUNDADO el recurso de casación interpuesto por la 

defensa técnica de la actora civil identificada con las iniciales  

M. M. A. contra la sentencia de vista del veintiuno de julio de dos 

mil veinte (foja 234), emitida por la Sala Penal de Apelaciones de la 

Corte Superior de Justicia de Puno, en cuanto dispuso que no 

corresponde emitir pronunciamiento sobre la reparación civil. Por 

lo tanto, CASARON la sentencia de vista en dicho extremo. 

II. Actuando como instancia, ORDENARON que otro Colegiado 

Superior dicte nueva sentencia de vista solo respecto al tema civil, 

conforme a las precisiones indicadas en este fallo.  

Y, POR MAYORÍA 

III. DECLARARON INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por 

la defensa técnica de la actora civil identificada con las iniciales  

M. M. A. contra la sentencia de vista del veintiuno de julio de dos 

mil veinte (foja 234), emitida por la Sala Penal de Apelaciones de la 

Corte Superior de Justicia de Puno, que revocó la sentencia del 

diecisiete de diciembre de dos mil diecinueve (foja 175), que 

condenó a Walter Jaime Mamani Velásquez (se consignó 

erróneamente en las sentencias de primera y segunda instancia como apellido 
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del acusado Velazquez, cuando lo correcto, según la ficha Reniec, es 

Velásquez) como autor del delito de violación sexual de persona en 

incapacidad de resistir, en su agravio; reformándola, lo 

absolvieron del requerimiento de acusación por el delito y 

agraviado mencionado. En consecuencia, NO CASARON la 

sentencia de vista en dicho extremo. 

IV. DISPUSIERON que se lea la presente sentencia casatoria en 

audiencia privada y, cumplido este trámite, se notifique 

inmediatamente y se publique en la página web del Poder 

Judicial, registrándose.  

V. HÁGASE saber a las partes procesales apersonadas en esta sede 

suprema.  

S. S.  

SAN MARTÍN CASTRO 

ALTABÁS KAJATT 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

CARBAJAL CHÁVEZ 

CCH/SMR      
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LA SECRETARÍA DE LA SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA 

DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA CERTIFICA QUE EL VOTO DE LA SEÑORA 

JUEZA SUPREMA CARBAJAL CHÁVEZ ES COMO SIGUE: 

 

Lima, veintitrés de marzo de dos mil veintidós 

Primero. Asunto materia de casación 

1.  Es materia de conocimiento de este Tribunal Supremo el recurso 

de casación interpuesto por la actora civil M. M. A. contra la 

sentencia de vista del veintiuno de julio de dos mil veinte (foja 

234), por la cual la Sala Penal de Apelaciones de la Corte 

Superior de Justicia de Puno revocó la sentencia del diecisiete 

de diciembre de dos mil diecinueve (foja 175), que condenó a 

Walter Jaime Mamani Velásquez como autor del delito de 

violación sexual de persona en incapacidad de resistir, en 

agravio de la persona identificada con las iniciales M. M. A., le 

impuso veinte años de pena privativa de libertad y fijó en S/ 5000 

(cinco mil soles) la reparación civil; y, reformándola, absolvió al 

procesado de la acusación fiscal formulada en su contra.   

 

Segundo. Imputación fáctica 

2.  El veintiocho de junio de dos mil dieciocho, en el interior del 

inmueble ubicado en la avenida Sesquicentenario N.° 1501 

Huaje de la ciudad de Puno, con motivo de celebrarse el 

cumpleaños de la agraviada de iniciales M. M. A. se realizó una 

fiesta en la sala del primer piso, con la participación de Bruno 

Emilio Supo Ocsa —esposo de la agraviada—, Yaneth Corina Chura 
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Parillo, Niyhel Indyra Chura Parillo, Nélida Apaza Chura y otras 

cuatro personas, compromiso en el que los concurrentes 

consumieron varias botellas de vino y wisky; cuando transcurrían 

las 20:30 horas llegó al lugar el procesado Walter Jaime Mamani 

Velásquez (en adelante el procesado), quien partícipó en la fiesta; 

avanzada las 23:30 horas Bruno Emilio Supo Ocsa al notar que 

su conviviente M. M. A. se encontraba en significativo estado 

de embriaguez la condujo hasta su dormitorio en el tercer piso 

para que ella pueda descansar, cumplido ello retornó a la sala 

para seguir departiendo con los invitados. 

3.  Pasadas las horas, el procesado simuló retirarse del lugar, no 

obstante, se dirigió al dormitorio de la persona de iniciales M. M. 

A., aprovechó que esta persona se encontraba profundamente 

dormida por la ingesta de alcohol en cantidad considerable, la 

despojó de sus prendas de vestir y sin reparo alguno introdujo su 

pene en la vagina de la agraviada, para luego quedarse 

dormido junto a la agraviada. 

4.  Posteriormente, a las 00:30 horas del veintinueve de junio del 

mismo año, Bruno Emilio Supo Ocsa despidió a todos los 

invitados y se dirigió hacia su dormitorio, al ingresar se dio con la 

sorpresa de que el procesado estaba recostado sobre su cama 

durmiendo pegado a la espalda de la agraviada M. M. A., lo 

que le enfureció e hizo que golpeara al imputado. 

 

III. Itinerario procesal 

5.  Mediante la sentencia de primera instancia, expedida por el 

Juzgado Penal Colegiado Supraprovincial de la Provincia de Puno, 

del diecisiete de diciembre de dos mil diecinueve, se condenó al 
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procesado por el delito objeto de acusación. Concretamente se 

concluyó que quedó acreditado el delito de violación sexual en 

contra de la agraviada, por cuanto la misma se encontraba en 

completo estado de ebriedad y no estaba en condiciones de 

prestar su consentimiento para mantener relaciones sexuales ni en 

condiciones de defenderse, conforme se verifica de los resultados 

periciales toxicológicos; no es valedero el argumento que haya 

tenido con el procesado la condición de amantes, pues ello no 

justifica el proceder del acusado dada la condición en la que se 

encontraba la victima; se acreditó que esta sí tuvo relaciones 

sexuales, pues se corroboró la existencia de cabezas de 

espermatozoides en hisopado vaginal y en la prenda femenina 

analizada (calzón), lo que corrobora que el esposo de la víctima 

encontró al acusado al lado de la agraviada en la cama de su 

dormitorio, conforme lo apreció el colegiado en el plenario.  

6.  Esta sentencia fue apelada por la defensa del procesado. La Sala 

Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Puno 

revocó la sentencia de primer grado y absolvió al procesado. 

Justificó la absolución señalando que el estado en el que se 

encontraba la agraviada no ha sido determinado en la 

sentencia de primera instancia, ya que en el juicio de subsunción 

se señala, en el considerando 3.1., una definición de 

incapacidad de resistir, pero también se señala, en la 

adecuación del caso al bien jurídico realizado por el a quo, que 

estaba en grave alteración de la conciencia. De acuerdo a la 

imputación fáctica y los supuestos contenidos en el primer 

párrafo del artículo 172 del Código Penal, la calificación jurídica 

precisa es la incapacidad de resistencia de la víctima por una 
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grave alteración de la conciencia y no como se ha señalado por 

una incapacidad de resistir, ya que son supuestos normativos 

diferentes. Tanto la agraviada como el acusado, entre las 23:30 

horas del veintiocho de junio y las 00:30 horas del veintinueve de 

junio de dos mil dieciocho, se encontraban dentro del tercer 

periodo de la tabla de alcoholemia aprobada por la Ley N.° 

27753, esto es, ebriedad absoluta, situación que no enerva la 

apreciación realizada por el a quo, en cuanto al estado de la 

agraviada al momento de los hechos. El Colegiado de primera 

instancia no realiza ningún pronunciamiento en cuanto al grado 

de alcoholemia presente en la sangre del acusado al momento 

de ejecutarse los hechos, pese a que fue materia de debate al 

momento de ejecutarse los hechos. Respetándose el derecho a 

la tutela jurisdiccional efectiva y el debido proceso, debe 

analizarse si el estado etílico bajo el que se encontraba al 

momento de los hechos lo exime de responsabilidad, teniendo 

en cuenta las circunstancias en las que se suscitó la relación 

sexual. El estado físico y mental (encontrado en la agraviada y el 

acusado) pueden influir en la prestación del consentimiento, 

aunque este fuera viciado para mantener relaciones sexuales. 

De acuerdo a las testimoniales, entre la agraviada y el acusado 

existía una relación, por lo que puede existir un consentimiento 

sexual frente a una persona con la que mantenía una relación 

amorosa. El elemento subjetivo especial del tipo penal 

comprende el conocimiento que debe tener el agente sobre el 

estado particular de la víctima (alteración grave de la conciencia) y el 

aprovechamiento de este particular estado, con la seguridad de 

no encontrar algún tipo de resistencia. No se puede acreditar el 
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dolo del procesado para la configuración del delito de 

violación sexual de persona en incapacidad de resistencia por 

grave alteración de la conciencia, pues no se ha determinado 

la intención de ejecutar la conducta prohibida. Se ha 

determinado que tanto la agraviada como el acusado no se 

encontraban con pleno uso de sus facultades físicas y mentales, 

pues se ha determinado objetivamente que ambos —a causa de 

la ingesta del alcohol— se encontraban en estado de ebriedad 

absoluta. Ello no permite establece la real existencia del dolo 

del acusado, lo que constituye duda sobre su responsabilidad.   

 

Tercero.   Motivos de la casación 

7.    El Ministerio Público no interpuso casación, solo la actora civil.  De 

acuerdo al auto de calificación del recurso de casación 

formulado, se habilitó el desarrollo de los siguientes asuntos: (a) la 

causal de casación referida a la Ilogicidad de la motivación y 

(b) si los actores civiles pueden o no impugnar el extremo de la 

responsabilidad penal en una sentencia absolutoria (no solo en el 

apartado de la responsabilidad civil).  

8.  Además, los agravios denunciados por la actora civil recurrente 

guardan relación directa con lo expuesto por este Tribunal en los 

Acuerdos Plenarios números 2-2005/CJ-116 y 1-2011/CJ-116. En 

efecto, se declara bien concedido el recurso de casación por 

las causales de los incisos 1 y 4 del artículo 429 del Código 

Procesal Penal.  

 

Cuarto.   Fundamentos de derecho   
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9.  En el caso en primer orden, se invoca lo dispuesto en el artículo 

139, inciso 3, de la Constitución, que señala que son principios y 

derechos de la función jurisdiccional la observancia del debido 

proceso y la tutela jurisdiccional; asimismo, el inciso 5 referido a la 

motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las 

instancias y el inciso 6 relativo a la pluralidad de instancias. 

10.  El artículo 159 de la Constitución, en cuanto prescribe que 

corresponde al Ministerio Público: “[...]4. Conducir desde su inicio 

la investigación del delito. [...] 5. Ejercitar la acción penal de 

oficio o a petición de parte”. 

11. En la Casación número 851-2018/Puno se estableció que 

“corresponde a los jueces de la República evaluar si en los casos 

que son de su conocimiento se presentan o no dichos 

estereotipos de género (identificarlos), sancionarlos por 

discriminatorios y fundamentar de forma cualificada su decisión”. 

Esto considerando que: (I) en palabras de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, los estereotipos de 

género suelen ser “utilizados para justificar la violencia contra la 

mujer o su impunidad, la violación de sus garantías judiciales, o la 

afectación diferenciada de acciones o decisiones del Estado” 

(caso Ramírez Escobar y otros vs. Guatemala, 2018, fundamento 295), y (II) 

en el presente caso, a criterio de la Sala Superior el estado físico 

y mental (encontrado en la agraviada y el acusado) pueden influir en 

la prestación del consentimiento, aunque este fuera viciado 

para mantener relaciones sexuales. De acuerdo a las 

testimoniales, entre la agraviada y el acusado existía una 

relación, por lo que puede existir un consentimiento sexual frente 
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a una persona con la que mantenía una relación amorosa. (cfr. 

fundamento 2.9 de la sentencia de vista impugnada). 

12. En la Casación número 870-2019/Ayacucho se precisó que:  

Es tarea de toda autoridad pública y del Poder Judicial realizar, de 

oficio, un control de convencionalidad de todos los enunciados 

normativos nacionales, de modo que se adecúen a lo dispuesto en los 

tratados y declaraciones internacionales sobre derechos humanos 

(aplicables a nuestro país) y lo prescrito en la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos.  

 

13. También debe considerarse lo prescrito en la Recomendación 

General número 1 del Comité de Expertas del Mecanismo de 

Seguimiento de la Convención Belém do Pará, según describió 

este Colegiado Supremo en el Recurso de Nulidad número 398-

2020/Lima Norte.   

14. Según el artículo 94 del Código Procesal Penal, se considera 

agraviado a todo aquel que resulte directamente ofendido por 

el delito o perjudicado por las consecuencias del mismo.  El 

artículo 95 del acotado código enuncia que el agraviado, entre 

otros, tiene derecho a: “[...] d) Impugnar el sobreseimiento y la 

sentencia absolutoria”. 

15. El Tribunal Constitucional ha señalado que la tutela judicial 

efectiva es un derecho constitucional de naturaleza procesal, en 

virtud del cual toda persona o sujeto justiciable puede acceder 

a los órganos jurisdiccionales independientemente del tipo de 

pretensión formulada y de la eventual legitimidad que pueda o 

no acompañarle a su petitorio. En sentido extensivo, la tutela 
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judicial permite también que lo decidido judicialmente mediante 

una sentencia resulte eficazmente cumplido.1 

 

16. El artículo 25 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos señala que:  
 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 

cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, 

que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 

reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun 

cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en 

ejercicio de sus funciones oficiales.  2. Los Estados se comprometen: [...] 

b) A desarrollar las posibilidades del recurso judicial  

 

Quinto. Análisis del caso.   

17. Teniendo en consideración los asuntos habilitados en la 

ejecutoria de calificación del recurso de casación, un primer e 

indispensable tema a tratar es la posición del tribunal en 

mayoría, respecto a que debe dejarse establecido que cuando 

se invoca en los fundamentos de derecho entre las facultades 

del actor civil la posibilidad de cuestionar sentencias 

absolutorias, como la que expidió el Tribunal Superior, los 

cuestionamientos deben estar circunscritos estrictamente al 

objeto civil, que se acumula con la persecución penal; sin 

embargo, esta acumulación no extiende los citados atributos de 

actuación procesal para activar la persecución penal, como la 

solicitud de confirmar la condena de primera instancia, según se  

precisó en su casación. La relevancia de este asunto estriba en 

que de concordar sobre tal tópico tornaría innecesario ingresar a 

 

1 Exp. N° 763-2005-PA-TC, emitida por el Tribunal Constitucional. 
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evaluar la corrección del razonamiento judicial y la valoración 

probatoria realizada por la Sala de Apelaciones. 

    

18. En lo concerniente a este primer tema relativo a la necesidad de 

interpretar la naturaleza de la facultad impugnatoria y los 

alcances que tiene la parte agraviada frente a una sentencia 

absolutoria, conforme se señala en la Casación 1089-

2017/Amazonas de la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema, 

el Tribunal Constitucional ha establecido que la regla analizada 

del principio acusatorio no es absoluta y que podría encontrar 

supuestos en los que resulte relativizada. Si bien el ejercicio de la 

acción penal es una competencia otorgada por el 

Constituyente al Ministerio Público, en tanto se trata de un 

órgano constituido y, por lo tanto, sometido a la Constitución, 

esta facultad de decidir si se ejerce la acción penal no puede 

ser desarrollada de modo arbitrario. De ahí que por más que 

nuestra Carta Magna le encomiende a dicho órgano la defensa 

de la legalidad, ello no impide que, ante un proceder arbitrario, 

el Poder Judicial pueda corregir tales actuaciones. En efecto, el 

Tribunal Constitucional en el Expediente 4620-2009-PHC-TC del 

diez de noviembre de dos mil once precisó que el principio 

acusatorio (como ocurre con los demás derechos fundamentales) no es 

absoluto y en determinadas circunstancias entra en conflicto 

con otros bienes constitucionales. Así, en esta ocasión fue el 

principio de interdicción de la arbitrariedad —que también informa 

la labor del Ministerio Público— lo que motivó a la Sala Superior a 

anular el sobreseimiento por no haber hecho un control efectivo 

de la disposición fiscal y no advertir que había medios 
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probatorios que no habían sido valorados, en perjuicio del 

Derecho de la parte civil. 

    

19. Asimismo, las Salas Penales de la Corte Suprema, en el Acuerdo 

Plenario N.° 04-2019/CIJ-11622, han fijado como línea directriz 

que la víctima es uno de los protagonistas del proceso y no solo 

tiene derechos económicos —como tradicionalmente se ha entendido, 

esto es, a una reparación efectiva e integral por los daños infligidos, debido a 

la conducta atribuida al imputado—, sino también a una plena tutela 

jurisdiccional de sus derechos y a concebirse su intervención y 

derechos como una protección integral de garantía efectiva de 

su dignidad (derechos materiales y derechos procesales). Es por ello que 

se le otorga un conjunto de derechos, entre ellos, a participar en 

el proceso, a intervenir en las decisiones que le afecten, a 

constituirse en actor civil sin cortapisa alguna, a impugnar o 

interponer remedios procesales y, en su caso, al derecho de la 

protección si su integridad se ve amenazada (derecho a la 

protección judicial) y al derecho de obtener la debida tutela 

jurisdiccional de sus derechos materiales o sustantivos, en sus 

manifestaciones del derecho a la verdad, el derecho a la justicia 

y el derecho a la reparación integral. 

20. Queda claro que en un proceso el agraviado y con mayor razón 

el actor civil tienen derecho a impugnar el sobreseimiento y la 

sentencia absolutoria (literal d del inciso 1 del artículo 95 del Código 

Procesal Penal). Esta facultad se fundamenta en la necesidad de 

obtener una resolución fundada en derecho, como expresión de 

la tutela jurisdiccional efectiva y el derecho al recurso. El tema 

en controversia es si esta potestad, en determinados casos y 
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bajo ciertas circunstancias, le permiten activar la persecución 

penal cuando el Ministerio Público no impugne la sentencia.  

 

21. Sobre este tema existen dos posturas jurisprudenciales. La 

primera somete el derecho al recurso de la víctima a la posición 

del fiscal que absuelva el grado, así si este se encuentra 

conforme con el sobreseimiento o la absolución, el Tribunal 

revisor debe confirmar la absolución y poner fin al proceso 

(Casaciones 353-2011/Arequipa; 413-2014/Lambayeque y 187-2016 entre 

otras). La segunda postura jurisprudencial sostiene que la 

impugnación de la víctima no está condicionada a que el Fiscal 

provincial también haya interpuesto el recurso respectivo 

(Casaciones 353-2011; 1184-2017; 966-2017, entre otras). 

22. Conforme se ha señalado en la referida Casación 1089-2017, los 

principios acusatorio y de jerarquía del Ministerio Público y los 

derechos a la tutela jurisdiccional efectiva y al recurso de la 

víctima tienen sustento constitucional tanto en las funciones 

otorgadas al Ministerio Público como persecutor del delito, como 

en la protección de los derechos fundamentales de los 

justiciables, de modo que todos ellos tienen protección 

constitucional. 

23. Así, la regla es que si el fiscal superior se encuentra de acuerdo 

con el fiscal de inferior grado corresponde aplicar los principios 

acusatorio y de jerarquía, siempre y cuando el tribunal de 

revisión advierta que dicha posición está debidamente 

sustentada y es fiel expresión de una sentencia en la cual se ha 

realizado una valoración racional de la prueba, y una 

justificación solvente de los motivos que explican la decisión. Sin 
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embargo, cuando el Ministerio Público no ha formulado el 

recurso, pero la víctima sí, y de la revisión de la resolución es 

evidente que se ha violado de manera ostensible el derecho a la 

debida motivación de las resoluciones judiciales en alguna de 

sus modalidades más características (motivación aparente, 

incompleta o incongruente), el tribunal revisor está en la obligación 

de advertir que se ha trasgredido una garantía constitucional 

como es la tutela judicial efectiva; debe remediar tal situación 

acorde a la normativa supranacional, constitucional y legal. 

24. A ello hay que añadir que conforme se sostuvo en el caso Barrios 

Altos vs Perú: 
 

[...] el derecho a la verdad se encuentra subsumido en el derecho de 

la víctima o sus familiares a obtener de los órganos competentes del 

Estado, el esclarecimiento de los hechos violatorios y las 

responsabilidades correspondientes a través de la investigación y el 

Juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25 de la Convención [...]2. 
 

25. Asimismo, el Comité para la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer de las Naciones Unidas ha señalado en sus 

observaciones finales sobre los informes periódicos séptimo y 

octavo combinados del Perú, del veinticuatro de Julio de dos mil 

catorce, en cuanto al acceso a la justicia lo siguiente:  
 

[...]Al Comité le preocupan las dificultades con que tropiezan las 

mujeres cuando procuran obtener reparación en los casos de violencia, 

como la discriminación, los prejuicios y la insensibilidad a las cuestiones  

de género de las autoridades judiciales, los fiscales y la policía, cuyo 

efecto es disuadir a las mujeres de acudir a la justicia en esos casos. El 

Comité advierte con particular inquietud el alto grado de impunidad de 

 

2 https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec75esp.pdf 
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los agresores en los casos de violencia contra la mujer y el 

incumplimiento por el Estado parte de sus obligaciones dimanantes del 

artículo 2 de la Convención en el sentido de prevenir, investigar, 

perseguir y castigar los actos de violencia.3 
 

26. De modo que conforme lo habilita el inciso d) del artículo 150, en 

concordancia con los artículos 409.1 y 429.1 del Código Procesal 

Penal, corresponde declarar la nulidad de la recurrida, al estar 

frente a un supuesto de nulidad absoluta, a fin de que el Tribunal 

Superior emita un nuevo pronunciamiento que comprenda el 

objeto penal y civil. Se precisa que en esta decisión debe 

evaluarse cada caso concreto y se debe tener en cuenta las 

particulares circunstancias fácticas y procesales, pues en el 

presente caso se denota defectos en la motivación de la 

sentencia de vista, puesto que por un lado se afirmó que la 

presunta agraviada no pudo consentir ningún acto sexual por su 

estado de ebriedad absoluta (fundamento 2.8) y luego se señaló 

sobre la base de las declaraciones testimoniales de primera 

instancia que puede existir un consentimiento sexual frente a una 

persona con la que se mantenía una relación amorosa 

(fundamento 2.9).  

27. Respecto a que la Sala Penal de Apelaciones se apartó de la 

doctrina jurisprudencial establecida por este Tribunal, sobre la 

valoración de las pruebas actuadas en los delitos ocurridos en la 

clandestinidad y que guardan relación directa con lo expuesto 

por este Tribunal en los Acuerdos Plenarios números 2-2005/CJ-

116 y 1-2011/CJ-116, y con lo recientemente descrito en la 

Casación número 851-2018/Puno y la Casación número 870-

 

3 Citado en la Sentencia recaída en el Expediente N° 05121-2015-AA-TC.  
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2019/Ayacucho, se tiene que la sentencia de vista no se 

pronuncia respecto a estos acuerdos plenarios y fundamentó la 

revocatoria de la sentencia en el supuesto estado de ebriedad 

absoluta en el que se habría encontrado el procesado. Sin 

embargo, dicho estado no se condice con lo actuado en el 

plenario, pues el procesado subió hasta donde se encontraba la 

agraviada (tercer piso) para luego despojarla de sus prendas de 

vestir y practicarle el acto sexual; razonamiento que debió 

emplearse en la sentencia de vista.  

28. En esa línea de argumentación, se concluye que en la sentencia 

de vista se ha vulnerado el derecho a la debida motivación de 

las resoluciones judiciales y con ello el derecho a la tutela 

jurisdiccional de la víctima, que comprende en este caso el 

objeto penal y civil. En consecuencia, mi VOTO es porque se 

declare FUNDADA la casación, se case la sentencia de vista y se 

disponga la realización de nuevo juicio oral por otro Colegiado a 

fin de que emita una nueva sentencia de apelación respecto 

del objeto penal y civil, con arreglo a lo expresado en la 

presente ejecutoria suprema. 

 

S. S. 

CARBAJAL CHÁVEZ 

 

 

 

 


